
DE LA COMISIÓN DE REFORMA AGRARIA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMA LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 185 DE LA LEY AGRARIA 

Honorable Asamblea: 

La Comisión de Reforma Agraria, con las atribuciones que le confieren los artículos 39, numerales 1, 2, y 45, 
numerales 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como 
con base en los artículos 80, numeral 1, fracción II; 81, numeral 2; 82, numeral 1; 84, numeral 1; 85; 157, numeral 
1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV, 167, y demás relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, somete a consideración de los integrantes de esta honorable asamblea el presente dictamen, de acuerdo 
con la siguiente: 

Metodología 

I. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de 
turno para el dictamen de la referida iniciativa y del trabajo previo de resolución de la Comisión Dictaminadora. 

II. En el capítulo referido al “Contenido de la Iniciativa” , se sintetiza el alcance de la propuesta de reforma en 
estudio. 

III. En el capítulo de “Consideraciones” , La Comisión dictaminadora realiza las reflexiones necesarias para 
motivar el sentido de resolución, el análisis y valoración de la iniciativa mediante la evaluación de los argumentos 
planteados en la exposición de motivos, así como lo dispuesto en la legislación vigente aplicable para el caso en 
concreto y la aplicación de doctrina. 

I. Antecedentes 

1. En fecha 14 octubre del 2014, la diputada María del Carmen Martínez Santillán , del grupo parlamentario 
del Partido del Trabajo , haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo 71 fracción II de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, presento ante el Pleno de la Cámara de Diputados, Iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma la fracción VI del artículo 185 de la Ley Agraria, con número de expediente 
5200. 

2. En la misma fecha, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 23 fracción 1, inciso f), de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, la Mesa Directiva de la LXII Legislatura, medianteOficio No. 
D.G.P.L. 62-II-6-1653 turnó para dictamen a esta Comisión de Reforma Agraria, el Expediente Número 5200 , 
que contiene la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción VI del artículo 185 de la Ley Agraria, a 
cargo de la diputada María del Carmen Martínez Santillán, del Grupo Parlamentario del PT. 

3. La Comisión de Reforma Agraria, integra a través de su Secretaría Técnica, las opiniones de sus Diputados 
integrantes y entra al estudio de las Iniciativas con fundamento en el cual, formula proyecto de dictamen para la 
consideración del pleno de las Diputadas y los Diputados integrantes de esta Comisión, para su estudio y 
aprobación en su caso. 

4. Con fecha 3 de marzo de 2015, se reúne en pleno la Comisión de Reforma Agraria para conocer el proyecto de 
dictamen, estudiarlo, analizarlo y en su caso aprobarlo, misma que al examinar el proyecto de dictamen, además de 
los antecedentes que aquí se reseñan, se estudiaron de la iniciativa las siguientes motivaciones: 

II. Contenido de la iniciativa 



La diputada María del Carmen Martínez Santillán propone la iniciativa de reformar la fracción VI del Articulo 185 
de la Ley Agraria con la finalidad de implementar como requisitos los principios que deben ser cumplidos por los 
convenios realizados ante los Tribunales Agrarios. 

Pues menciona que actualmente durante los juicios se han buscado medios alternativos de solución de conflictos 
para dirimir las controversias entre las partes como lo son la mediación y la conciliación. En su iniciativa hace uso 
de doctrina y también del derecho comparado para definir las figuras jurídicas antes mencionadas y ejemplificar el 
uso de los principios que se quieren incorporar a la redacción del artículo 185 en su fracción IV de la Ley Agraria, 
en los ordenamientos jurídicos de diversos estados. 

Los principios que se quieren incorporar son exhaustividad, congruencia y equidad. El primero corresponde a que 
la sentencia debe puntualizar cabalmente cada una de las pretensiones realizadas por las partes en el juicio. 

El segundo se refiere a que en relación a las facultades del órgano jurisdiccionales pues estas tienen establecidas 
sus facultades una de ellas es emitir sentencias, las cuales no deben ser contradictorias y su emisión debe tener 
congruencia, no debe omitir ni añadir nada a lo solicitado por las partes, al dictar una sentencia. 

Respecto al tercero se refiere a que este sirva para guiar el criterio del juez cuando el instrumento jurídico no 
otorgue los elementos suficientes para emitir una sentencia equilibrada y tendiente a ser una resolución justa. 

La diputada busca dar solución o en su caso prever sucesos legales que se han suscitado en la práctica donde los 
convenios no cubrieron o satisficieron todas las pretensiones de las partes al momento de ejecutar la avenencia 
acordada. La finalidad de la iniciativa es que los Derecho y Garantías las partes nos sean agraviadas por la 
Autoridad Agraria en el momento de que se emita una resolución emanada de la avenencia lograda entre las 
mismas, cumpliendo los principios de exhaustividad, congruencia y equidad. 

Por las consideraciones antes expuestas la diputada María del Carme Martínez Santillán, propone la iniciativa con 
Proyecto de Decreto que Reforma la Fracción VI del Artículo 185 de la Ley Agraria; para quedar en los siguientes 
términos: 



 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciativa, los integrantes de la Comisión de Reforma Agraria de 
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados, suscriben el presente dictamen exponiendo las siguientes 

III. Consideraciones de la comisión 

Primera. La comisión dictaminadora establece que, la preocupación constante de los Tribunales Agrarios debe ser, 
que la administración e impartición de la justicia agraria llegue a los campesinos de México de manera rápida y 
real. 

Para ello, es necesario que el juzgador agrario dé observancia debida a los principios procesales que rigen el 
proceso agrario tales como la exhaustividad, congruencia y equidad. 

Segunda. La comisión dictaminadora retoma a José Ovalle Favela, el cual afirma que el principio de congruencia 
se traduce en “el deber del juzgador de pronunciar su fallo de acuerdo exclusivamente con las pretensiones 

negaciones o excepciones que, en su caso, hayan planteado las partes durante el juicio.”
1 

De lo anterior, al interpretarlo contrario sensu, podría decirse que si en el documento de la sentencia se encuentran 
plasmados elementos que no fueron planteados a lo largo del litigio ésta carecerá del elemento de congruencia. 

El principio de equidad, está presente cuando se deja al libre arbitrio del juzgador, el estudio de los hechos y las 
pruebas contenidas en la demanda y la contestación o reconvención en su caso. 



Lo único que se exige en el dictado de esa resolución, es la motivación y fundamentación, alejada de reglas y 
formalidades, que si bien aún se encuentran establecidas en la legislación civil federal, estas no deben 
supletoriamente tomarse en cuenta per se, a menos que siendo de aplicación estricta en el derecho privado, sean 
compatibles y congruentes con las disposiciones que rigen el derecho agrario en México (licenciado Rubén 
Gallegos Vizcarro).2 

Siguiendo a Cipriano Gómez Lara, la exhaustividad no es sino una consecuencia de los principios anteriormente 
analizados. Una sentencia será exhaustiva en cuanto haya tratado todas y cada una de las cuestiones planteadas por 
las partes, sin dejar de considerar ninguna.3 

Tercera. La Comisión de Reforma Agraria armoniza lo anterior conforme a lo que establece la Ley Agraria en el 
artículo 185 fracción VI, haciendo mención que “en cualquier estado de la audiencia y en todo caso antes de 
pronunciar el fallo, el Tribunal exhortará a las partes a una composición amigable. Si se lograra la avenencia, se 
dará por terminado el juicio y se suscribiré el convenio respectivo, el que una vez calificado y, en su caso aprobado 
por el tribunal tendrá el carácter de sentencia”. 

Cuarta. Con esto la Comisión plantea, que con respecto al convenio surgido en cualquier momento antes de 
pronunciar el fallo, el principio de congruencia y en observancia a esté, los Tribunales Agrarios deberán dictar las 
sentencias a verdad sabida sin necesidad de sujetarse a reglas sobre estimación de pruebas, sino apreciando los 
hechos y los documentos según lo estimaren debido en conciencia, fundando y motivando sus resoluciones 
(artículo189 de la Ley Agraria). 

Por otra parte, el maestro Guillermo Cabanellas en su Diccionario de Derecho Usual define el principio como el 
que “induce a resolver las causas y pleitos sin atenerse a las formalidades del derecho, sino inspirándose en la 

equidad y la buena fe.4 

Por lo tanto cabe conceptuar que este principio estriba en que los convenios que sean calificados y aprobados para 
obtener el carácter de sentencias por parte de los Tribunales Agrarios deben estar en armonía o concordancia con la 
demanda y la contestación formuladas por los actores, es decir, que lo fallado debe estar de acuerdo con los hechos 
invocados por las partes en la audiencia a que se refiere el artículo 185 de la Ley Agraria. 

Por otro lado, el magistrado responsable, al resolver la controversia puesta a su consideración, oficiosamente no 
puede introducir acciones diversas a él a las planteadas por las partes en la audiencia referida, de lo contrario su 
actuación transgrediría las garantías constitucionales de los demandados. 

Quinta. La comisión dictaminadora concluye que la exhaustividad es una consecuencia necesaria de la 
congruencia y la motivación. Una sentencia es exhaustiva en la medida en que haya tratado todas y cada una de las 
cuestiones planteadas por las partes, sin dejar de considerar ninguna, es decir, el tribunal al sentenciar debe agotar 
todos los puntos aducidos por las partes y referirse a todas y cada una de las pruebas rendidas. La sentencia no será 
exhaustiva cuando deje de referirse a algún punto, argumentación prueba; en otras palabras, al dictarse una 
sentencia debe tenerse mucho cuidado de examinar todos los puntos relativos a las afirmaciones y argumentaciones 
de las partes y a las pruebas rendidas. 

Por ello, el principio de exhaustividad impone a los juzgadores, una vez constatada la satisfacción de los 
presupuestos procesales y de las condiciones de la acción, el deber de agotar cuidadosamente en la sentencia, todos 
y cada uno de los planteamientos hechos por las partes durante la integración de la litis, en apoyo de sus 
pretensiones. 

Abona el argumento de esta comisión las tesis jurisprudenciales siguientes: 



 

Convenios en materia agraria. Para su aprobación, la autoridad debe verificar que se colmen los 
principios de exhaustividad y congruencia que rigen a las sentencias. 

Del contenido del artículo 189 de la Ley Agraria se desprende que las sentencias que dicten los tribunales de esa 
materia, aun cuando no deban sujetarse a reglas sobre estimación de las pruebas, tienen que ser consonantes con 
los principios de exhaustividad y congruencia, que deben regir en todo fallo. Esos principios también se 
observarán cuando la resolución la constituye un convenio, porque al ser sancionado por los tribunales, en 
términos de la fracción VI del artículo 185 de la legislación en consulta, adquieren el carácter de sentencia. 
Ahora bien, como la finalidad de la ley es tutelar a los grupos campesinos, en cuanto a sus derechos y 
pretensiones, corresponde precisamente a la autoridad que interviene en el caso, y a la que le compete 
sancionarlos, dar forma tanto interna como externa al convenio, teniendo facultad para ordenar de oficio la 
práctica de las diligencias que estime conducentes para el conocimiento de la verdad sobre los puntos 
cuestionados por las partes en el litigio. Así, una vez que el acuerdo de voluntades sea elevado a la categoría de 
sentencia, y llegado el momento de la ejecución, sus alcances se encontrarán delimitados para procurar su 
cumplimiento exacto, por lo que el citado órgano agrario, antes de sancionarlo, debe verificar que se colmen los 
principios ya enunciados. 

Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 

Amparo directo 62/2004. Francisco de la Cruz López y otros. 5 de noviembre de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Manuel Morán Rodríguez, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretario: Antonio Artemio 
Maldonado Cruz. 

 

Sentencias en materia agraria. Deben resolverse a verdad sabida las cuestiones que se plantean ante los 
tribunales agrarios, basándose en la equidad y la buena fe. 

De conformidad con el artículo 189 de la Ley Agraria en vigor, las sentencias de los Tribunales Agrarios se 
dictarán a verdad sabida, entendiéndose por ella la que conduce a resolver las controversias acorde con las 
constancias de los autos sin sujetarse necesariamente a las formalidades y reglas sobre estimación de las pruebas; 
inspirándose en la equidad y en la buena fe, cumpliendo con la exigencia de fundamentación y motivación que 
previene el artículo 16 constitucional. 

Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito. 

Amparo directo 175/93. Reyes Carlín Rangel. 13 de mayo de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: María del 
Carmen Arroyo Moreno. Secretario: José de Jesús Ortega de la Peña. 

Amparo directo 296/95. Santos Durón Ledezma. 4 de mayo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María del 
Carmen Arroyo Moreno. Secretario: José de Jesús Ortega de la Peña. 



Amparo directo 653/96. Manuel Gallegos Robles. 14 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María 
del Carmen Arroyo Moreno. Secretario: José de Jesús Ortega de la Peña. 

Amparo directo 1000/96. Lucía de la Torre Castillo de Quintero y otros. 23 de octubre de 1996. Unanimidad de 
votos. Ponente: Gilberto Pérez Herrera. Secretario: Eduardo Antonio Loredo Moreleón. 

Amparo directo 1365/96. María del Refugio González Hernández y otras. 15 de enero de 1997. Unanimidad de 
votos. Ponente: Enrique Alberto Durán Martínez. Secretario: Francisco Javier Sarabia Ascencio. 

Quinta. Los tribunales agrarios se establecieron como órganos encargados de administrar justicia agraria en el 
territorio nacional, dando respuesta a la necesidad de que el derecho y los litigios de relevancia se resolvieran por 
órganos altamente calificados, a través del debido proceso poniendo en práctica los principios de exhaustividad, 
congruencia y equidad, que rigen los juicios agrarios. 

Por lo antes expuesto los integrantes de la Comisión de Reforma Agraria de la LXII Legislatura de la Cámara de 
Diputados, someten a la consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea el siguiente: 

Proyecto de decreto por el que reforma la fracción VI del artículo 185 de la Ley Agraria 

Artículo Único. Se reforma la fracción VI del artículo 185 de la Ley Agraria, para quedar como sigue: 

Artículo 185 . ... 

I. a V . ... 

VI. En cualquier estado de la audiencia y en todo caso antes de pronunciar el fallo, el tribunal exhortará a las 
partes a una composición amigable. Si se lograra la avenencia, se dará por terminado el juicio y se suscribirá el 
convenio respectivo, el cual deberá cumplir con los principios de exhaustividad, congruencia y equidad, el 
que una vez calificado y, en su caso, aprobado por el tribunal, tendrá el carácter de sentencia. En caso contrario, 
el tribunal oirá los alegatos de las partes, para lo cual concederá el tiempo necesario a cada una y en seguida 
pronunciará su fallo en presencia de ellas de una manera clara y sencilla. 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Notas 

1 Ovalle Favela, José. Derecho procesal civil. 6ª ed. Harla, México, 1994. p. 205. 

2 Magistrado del Tribunal Unitario Agrario del Distrito 31, “Xalapa, Ver.” “Principio de equidad. Artículo 189 de 

la Ley Agraria”, Segunda época, año VIII, número 53, enero-marzo 2011. 

3 Gómez Lara, Cipriano. Teoría general del proceso. 9ª ed. Harla, México, 1996, p. 295. 

4 Diccionario de derecho usual. Tomo L Ed. Haliastra. Argentina. J1)76. p. 448. 

 

 



Palacio Legislativo de San Lázaro, a tres de marzo de dos mil quince. 

La Comisión de Reforma Agraria 

Diputados: Gisela Mota Ocampo (rúbrica), presidenta; Carlos Bernardo Guzmán Cervantes (rúbrica), José 
Guadalupe García Ramírez (rúbrica), Martha Berenice Álvarez Tovar, Jesús Morales Flores (rúbrica), Juan Manuel 
Rocha Piedra (rúbrica), Maricruz Cruz Morales, José Luis Esquivel Zalpa (rúbrica), Yazmín de los Ángeles Copete 
Zapot (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital (rúbrica), Blas Ramón Rubio Lara (rúbrica), secretarios; José 
Luis Contreras Rojas (rúbrica), María Celia Urciel Castañeda (rúbrica), Darío Badillo Ramírez (rúbrica), Luis 
Gómez, Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbrica), José Pilar Moreno Montoya (rúbrica), Óscar Bautista 
Villegas (rúbrica), José Humberto Vega Vázquez (rúbrica), Héctor Narcia Álvarez (rúbrica), Darío Zacarías 
Capuchino, José Antonio Rojo García de Alba (rúbrica), Guillermo Sánchez Torres (rúbrica), José Antonio León 
Mendívil (rúbrica), Diana Karina Velázquez Ramírez (rúbrica), Alicia Concepción Ricalde Magaña (rúbrica). 
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